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DEBIDO PROCESO / PROCESO DE RESTITUCIÓN DE INMUEBLE ARRENDADO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL / IMPROCEDENCIA POR EXISTIR OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL. “[L]os accionantes, ejecutados dentro del proceso de que da cuenta esta acción, no le han formulado al despacho judicial accionado, petición alguna relacionada (i) con las inconsistencias que, en su sentir, rodean la orden de pago, concretamente por la extemporaneidad de la corrección de la demanda; (ii) las medidas de embargo y secuestro sobre los bienes de su propiedad; (iii) el hecho de que apenas ahora conocen de la actuación; y (iv) la falta de competencia. Es decir, no han hecho uso de las herramientas o mecanismos legales que tienen a su alcance para que se ventile, ante el funcionario de la causa, todo aquello que creen lesivo de sus intereses, incluida la eventual nulidad que, estiman, envuelve el trámite adelantado en su contra por la que consideran una indebida notificación del auto que admitió la solicitud de pago. A ello se suma que tampoco se satisface la regla de la inmediatez (…) De manera que cuando en el escrito se ponen en entredicho las decisiones del juzgado accionado, que datan del año 2015, es claro que se ha superado con creces el tiempo señalado. (…) [L]a solicitud debe declararse improcedente en lugar de negarla, como ocurrió en primera instancia, habida cuenta que por configurarse la causal resaltada no procedía, en últimas, el estudio de fondo.”.
Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencias T-959, T-1029, y T-1048 de 2008 / Sentencia T-287 de 2015 / Sentencia C-543 de 1992 / Sentencia T-022 de 2016 / Sentencia C-590 de 2005.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCC, Sentencia del 25 agosto de 2014, Rad. 11001-02-03-000-2014-01789-00.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre primero de dos mil dieciséis
Expediente 66170-31-03-001-2016-00116-01
Acta N° 570 de diciembre 1 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 12 de octubre del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Gerardo Antonio Cardona Quiceno, José Ramiro Gómez Botero y María Cenobia Osorio, frente al Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fue vinculado Gustavo Ríos.

ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales “al debido proceso y defensa”, Gerardo Antonio Cardona Quiceno, José Ramiro Gómez Botero y María Cenobia Osorio, en sus propios nombres, presentaron esta demanda contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, para lo cual relataron, en resumen, lo siguiente:
Que el señor Gustavo Ríos, presentó en su contra y a continuación del proceso de restitución de inmueble arrendado, demanda ejecutiva; el 17 de julio de 2015 “mediante constancia secretarial”  el juzgado se pronuncia para inadmitir la misma y se concede el término de 5 días para su corrección; revisado con detenimiento el expediente, ese término venció el 27 de julio de 2015, no obstante, el escrito respectivo se presentó el 29 de julio de 2015 y el 30 de julio se emitió constancia acerca de que el término legal vencía el día 29 a las 6:00 p.m., con lo cual se admitió extemporáneamente, de manera que las actuaciones posteriores se pueden convertir en temerarias, al ordenarse el pago de arriendos inexistentes y arreglos del bien inmueble que no existen, costas procesales y honorarios de abogados, además del embargo y secuestro algunos bienes. 

Agregan que no fueron notificados de la demanda, ni antes, ni después de la referida subsanación; se enteraron a raíz del embargo de la cuenta bancaria de Gerardo Antonio Cardona; que a la demanda de restitución de inmueble se le dio el trámite previsto en la Ley 820 de 2003, cuando no se trata de un bien para vivienda urbana, sino de uno comercial, adquirido para realizar labores industriales y, por ello, el trámite debe ser ante los juzgados administrativos y no civiles, por razón de competencia.

Pidieron, por ende, el amparo de los derechos fundamentales invocados; como consecuencia, que se “(i) conmine a la Inspección Tercera Municipal el levantamiento del despacho comisorio ordenado por el Juzgado Primero Civil Municipal; (ii) Ordenar las medidas emanadas Asia –sic- los organismos de tránsito, unidad de automotores de la policía (sijin) y demás órganos concernientes el asunto de la medida cautelar en contra del automotor de placas CDW095”; (iii) ordenar levantar la medida cautelar sobre la cuenta bancaria … de BBVA, SUCURSAL PEREIRA”; (iv) Ordenar la inadmisión de la demanda del 16 de julio de 2015 por el señor Gustavo ríos en contra de los suscritos; (v) Dejar sin efectos toda actuación posterior a la fecha de la presentación de la anterior demanda mencionada; (vi) aplicar la “ultra extra petite” a este proceso”.
Con la demanda, entre otros documentos, se aportaron copias de la demanda ejecutiva a continuación de proceso de restitución de inmueble arrendado; auto del 17 de julio de 2015, contentivo de inadmisión de ella; escrito de corrección; auto del 30 de julio siguiente que libró la orden de pago solicitada; auto del 25 de agosto de 2015 que ordenó seguir adelante con la ejecución; auto del 10 de septiembre siguiente, que aprueba la liquidación de costas; solicitudes y proveídos relacionados con decreto de medidas cautelares.
El Juzgado de primera instancia corrió traslado a la parte demandada, dispuso la vinculación de Gustavo Ríos y ordenó la práctica de una inspección judicial al proceso del que da cuenta la acción de tutela. Se pronunció el titular del despacho accionado, quien dio cuenta de que allí se tramitó proceso de restitución de inmueble arrendado contra los acá accionantes, promovido por Gustavo Ríos, que luego de notificar a cada uno de los demandados culminó con sentencia que ordenó la terminación del contrato y como consecuencia de ello, la entrega del bien al arrendador; en aplicación de lo dispuesto por el artículo 335 del CPC en armonía con el artículo 35 de la ley 820 de 2003, el demandante, en tiempo oportuno, presentó demanda que se inadmitió con auto del 17 de julio de 2015, notificado por estado el día 22 de julio, y dentro de los 5 días siguientes, esto es, el 29 de julio, allegó la corrección del caso, lo que dio lugar a librar el mandamiento de pago, mediante proveído que se notificó por estado en cumplimiento de lo reglado en el inciso 2º del mismo artículo; vencido el término en silencio, se dispuso continuar la ejecución. Se refirió a la competencia del juez civil y señaló que la actuación se surtió dentro del cauce normal. Adujo que no se satisface el requisito de la inmediatez, pues el auto atacado data del 17 de julio de 2015, esto es, pasados 14 meses.
Sobrevino la decisión de primer grado que negó la protección del amparo; para así decidir, precisó el Juzgado que el proceso se tramita con apego a la ley; no se interpuso ningún recurso contra el “auto admisorio de la demanda” para informarle al juez sobre el descontento con dicha decisión, es decir, que faltó actuar con diligencia y ello torna improcedente la acción, además de que no se satisfizo cumple la inmediatez obligada en estas causas.

Se alzaron los demandantes contra esa resolución e insistieron en que sí se da la violación alegada  al recibirse una subsanación fuera del término y que en la sentencia de tutela de primera instancia, no quedaron consignados los “literales SEGUNDO, TERCERO y CUARTO” lo cual genera incertidumbre.

CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular (art. 86 CN).
En el caso presente, Gerardo Antonio Cardona Quiceno, José Ramiro Gómez Botero y María Cenobia Osorio, dirigen su reclamo contra el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, porque consideran que este lesionó sus derechos fundamentales al debido proceso, al dar vía libre a una corrección de la demanda ejecutiva seguida en su contra a continuación de proceso de restitución de inmueble arrendado, que se hizo en forma extemporánea, con el agravante del decreto de medidas cautelares cuando el proceso, por tal motivo, se halla viciado. Adicionalmente, se quejan de la falta de competencia del juez civil para conocer de ese tipo de procesos.
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, y tal y como lo refieren los demandados que intervinieron, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene acá que el Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, a instancia de Gustavo Ríos, adelantó de manera inicial contra los aquí accionantes, proceso de restitución de inmueble arrendado, en el que en firme la sentencia que acogió las solicitudes del arrendador, según se advierte del plenario, previa corrección del libelo que contiene la solicitud de mandamiento ejecutivo, se libró el mismo con auto del 30 de julio de 2015, el que se dispuso notificar por estado al extremo pasivo y así ocurrió el día 3 de agosto, luego de lo cual, ante el silencio de los ejecutados, con proveído del 25 de agosto siguiente, acorde con lo prevenido en el artículo 507 del CPC, se ordenó seguir adelante la ejecución con los demás ordenamientos propios en dicha clase de asuntos; de igual forma, se accedió a las solicitudes de medidas cautelares incoadas con posterioridad.

  



Siguiendo de cerca los anotados criterios generales de procedibilidad, y en particular la exigencia de que se hubieran agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de quien pide la protección, así como el hecho de que lo alegado se haya cuestionado dentro del asunto respectivo, lo que no es más que el desarrollo de la causal de improcedencia de que trata el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, fácilmente se colige que en el presente caso no se cumple ese presupuesto.

   



En efecto, atendiendo aquellas especiales condiciones de que está investida la acción de tutela, basta decir que los accionantes, ejecutados dentro del proceso de que da cuenta esta acción, no le han formulado al despacho judicial accionado, petición alguna relacionada (i) con las inconsistencias que, en su sentir, rodean la orden de pago, concretamente por la extemporaneidad de la corrección de la demanda; (ii) las medidas de embargo y secuestro sobre los bienes de su propiedad; (iii) el hecho de que apenas ahora conocen de la actuación; y (iv) la falta de competencia. 

   



Es decir, no han hecho uso de las herramientas o mecanismos legales que tienen a su alcance para que se ventile, ante el funcionario de la causa, todo aquello que creen lesivo de sus intereses, incluida la eventual nulidad que, estiman, envuelve el trámite adelantado en su contra por la que consideran una indebida notificación del auto que admitió la solicitud de pago. 

Dicho de otro modo, quien considere que determinada providencia judicial carece de legalidad o que puede morigerarse de alguna manera, o que se ha incurrido en alguna causal de nulidad procesal, si es que ha causado un agravio, debe requerir previamente al juez ordinario para ponerlo en contexto de la situación, pues de lo contrario no puede argumentarse que se le está conculcando el derecho al debido proceso, o cualquiera otro de los que aquí se invocan, ya que no se ha propiciado un pronunciamiento del juez competente quien, con conocimiento de causa, valorará las eventuales irregularidades que plantean los ejecutados. 
A ello se suma que tampoco se satisface la regla de la inmediatez, sobre la que reiteradamente se han pronunciado la Corte Constitucional
 y, en sede de tutela, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, en el sentido de que si bien no existe un término de caducidad o prescripción específico para promover la acción de tutela, hay que proponerla en un tiempo razonable, por cuanto de lo que se trata es de la protección inmediata de un derecho fundamental, por la agresión o amenaza actual e inminente, lapso que se ha generalizado en seis meses, sin que pueda desconocerse que en casos especiales, pueda superar ese tope, en particular cuando se trata de sujetos de especial protección, que no es el caso de los ahora demandantes. 
De manera que cuando en el escrito se ponen en entredicho las decisiones del juzgado accionado, que datan del año 2015, es claro que se ha superado con creces el tiempo señalado. 

Así las cosas, por las razones que aquí se exponen, se de prohijará el fallo que se revisa con la modificación referente a que la solicitud debe declararse improcedente en lugar de negarla, como ocurrió en primera instancia, habida cuenta que por configurarse la causal resaltada no procedía, en últimas, el estudio de fondo. Se adicionará, para absolver al vinculado, al no hallarse de su parte trasgresión alguna respecto a los derechos invocados.
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia proferida el 12 de octubre de 2016, por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Gerardo Antonio Cardona Quiceno, José Ramiro Gómez Botero y María Cenobia Osorio, frente al Juzgado Primero Civil Municipal de esa misma localidad, para declarar IMPROCEDENTE el amparo deprecado.
Se adiciona para absolver a Gustavo Ríos. 
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
             DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� Sentencia C-543-92


� Así se dijo, por ejemplo, en las Sentencias T-959T, T-1029, y T-1048 de 2008, T-287 de 2015, para citar solo algunas. 


� Sentencia de agosto 25 de 2014, radicación 11001-02-03-000-2014-01789-00, M.P. Margarita Cabello Blanco
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